Poder Judicial de la Nación


                                                    Año del Bicentenario


SENTENCIA DEFINITIVA Nº: 97.581                                                     SALA II

Expediente Nro.: 25.383/08                                                                    (Juzg. Nº 67) 

AUTOS: “R, R  C  C/ DR. LAZAR Y CÍA S.A. S/ DESPIDO”

VISTO Y CONSIDERANDO:

En la Ciudad de Buenos Aires, el 3 de febrero de 2010, reunidos los integrantes de la Sala II a fin de considerar los recursos deducidos en autos y para dictar sentencia definitiva en estas actuaciones, practicado el sorteo pertinente, proceden a expedirse en el orden de votación y de acuerdo con los fundamentos que se exponen a continuación.

La Dra. Graciela A. González dijo:




Contra la sentencia de la instancia anterior se alza la parte actora a tenor del memorial obrante a fs. 139/151.




Se queja el accionante por cuanto el sentenciante de grado consideró ajustada a derecho la decisión rescisoria adoptada por su empleadora. Refiere que dicha comunicación no cumplió con el requisito previsto en el art. 243 de la L.C.T. al no especificar cuándo se habrían producido las irregularidades endilgadas ni efectuar referencia concreta a su conducta personal, salvo la genérica anuencia con las órdenes de su superior jerárquico. Cuestiona las conclusiones vertidas por el Magistrado de grado respecto a la conducta de Baffetti –tercero ajeno a esta litis- y a la relevancia otorgada al sumario interno, sin advertir que el mismo fue efectuado por la propia demandada, y a las declaraciones testimoniales rendidas en la causa que, a su entender, en modo alguno resultan eficaces para demostrar la legitimidad del despido. 




Llegó firme a esta instancia que el vínculo laboral habido entre las partes se extinguió mediante despido directo dispuesto por la empleadora mediante telegrama de fecha 23/4/2008 por “violación al deber de lealtad, cooperación y evidente pérdida de confianza entre empleador y trabajadora (art. 63 L.C.T.), en los siguientes términos: “Habiéndose llevado a cabo una auditoría interna en el sector a su cargo y recabado testimonios, en un sumario interno, arribando por ello a la conclusión que existen pruebas manifiestas de irregularidades en diversos despachos que han sido identificados, se retiraron pedidos por personas que no se encontraban autorizadas y que Ud. facilitó, salió mercadería que no coincidía con los remitos que Ud. controlaba y finalmente se detectaron despachos con mercadería no elaborada por la empresa también bajo su contralor” (fs. 6).




La regla del art. 243 de la L.C.T. consagra, por una parte, la inalterabilidad de la motivación invocada para legitimar el despido con justa causa derivada de incumplimientos del trabajador, lo que permite juzgar dicha legitimidad con apego a la situación existente al tiempo de la denuncia, y por otra, la predeterminación de la materia sobre la que versará, en caso de controversia, la actividad probatoria. Así, la norma legal aludida establece un régimen marcadamente formal, en resguardo de la buena fe y del derecho de defensa del denunciado, por lo que se han considerado inoficiosas las enunciaciones extremadamente ambiguas o amplias, que no permiten conocer con certeza la motivación del denunciante, ni posibilitan que éste acomode sus defensas, con cierta latitud, a los términos de la demanda.

  


Del análisis de la misiva rescisoria se advierte que, si bien la demandada no especificó la fecha en que se habrían constatado las irregularidades invocadas, sí detalló en que habrían consistido las mismas, resultando suficiente dicha mención a los efectos de individualizar el hecho generador del despido, máxime cuando se trató de un hecho puntual que, incluso dio lugar a la tramitación de un sumario interno. 




Sentado ello, corresponde dirimir en el presente decisorio si, tal como concluyó el sentenciante de grado, la demandada logró acreditar la causal invocada para disponer el despido del accionante (art. 377 CPCCN).




A tal fin ofreció los testimonios de Ortiz (fs. 77/84), Moyano (fs. 85/89), Dotro (fs. 122/126) y Ribotta (fs. 127/129), todos ellos impugnados por la contraria a fs. 97/98 y fs. 130/131. Ortiz –Jefa de Administración de Ventas de la demandada- manifestó que el actor fue despedido porque se encontraron elementos que demostraban la evasión de algunos circuitos administrativos conocidos por todos e, inclusive, por el actor. Supo ello porque se lo comentó la empresa y porque participó en algunas reuniones en las que se trató el tema y tuvo en sus manos documentación en la que se confrontaron firmas y se constataron tachaduras, enmiendas, cambio de nombre de clientes y cambio de remitos, ya que en lugar de usarse remitos que emitía normalmente el sistema, se emitían remitos manuales a nombre de personas que no eran clientes de la empresa. Explicó en qué circunstancias se emitían remitos manuales (sólo en contadas ocasiones) y relató las irregularidades advertidas con relación a Baffetti, quien efectuaba ventas no autorizadas a la firma Dropharma –cuenta que estaba inactiva- con remitos manuales, adulterando los datos del cliente y poniéndole el número de CUIT y la dirección de una farmacia de su madre. Sostuvo la dicente que, luego del despido de Baffetti, se advirtió que también estaba implicado el sector expedición, pues quien autorizaba la salida de los medicamentos con los remitos cambiados en forma manual era el actor, que estaba en el sector expedición. Manifestó no saber la fecha ni el horario en que fue retirada la mercadería en forma irregular, aunque refirió que siempre lo hacía el Sr. Solodujo y “según lo manifestado por la gente de expedición” a esta persona sólo la atendía el actor.




Por su parte, Moyano que trabaja en el sector expedición de la demandada –del que el accionante era el encargado- sostuvo, respecto al hecho generador del despido de R, que de la empresa le preguntaron acerca de la mercadería que retiraba Dropharma y él sólo dijo que recibía órdenes del actor. Explicó que en el sector trabajaban el actor, el dicente y ocho personas más y en ese momento el dicente era supervisor y las otras personas hacían diferentes tareas: preparación de pedidos, embalaje, recepción de mercadería, devoluciones y exportaciones. Manifestó que la única empresa que estaba autorizada a retirar mercadería del depósito era Dropharma, por quien venía siempre el Sr. Sorodujo. El actor atendía a dicha persona, y cuando éste no estaba o estaba de vacaciones, lo hacía el dicente. Sostuvo que Sorodujo firmaba una hoja de preparación del pedido que mandaba ventas el día anterior, donde figuraban los bultos que se llevaba, la que no tenía firma y salía impresa junto con el listado de cada día. Explicó el testigo que él era el que se ocupaba de la parte operativa. Luego de ser firmada por Sorodujo esa hoja era puesta en una gaveta donde estaban todos los pedidos que quedaban archivados en expedición. Manifestó que la superior del actor y quien controlaba su trabajo, era la Sra. Ortiz, y especialmente respecto a los pedidos que retiraba Dropharma explicó que los autorizaba Matías Baffetti  quien le daba las instrucciones al actor. Luego el actor decidía cómo se armaban los pedidos en el depósito.




Dotro, asesor del área de marketing de la demandada y también superior del actor, manifestó que en marzo de 2008, cuando Baffetti estaba de vacaciones se advirtieron anomalías con relación a los remitos y facturas con que se despachaba la mercadería. Se investigó en el área contable y se descubrió que  Baffetti vendía o comercializaba mercadería de la empresa con precios diferenciales, más bajos en algunos casos, utilizándose una cuenta de una empresa que había sido cliente de la demandada (Dropharma) y que ya no operaba. Dijo que se constataron remitos con cambios de numeración y no hechos por el sistema (aunque el dicente reconoció no haberlos visto). Explicó que el actor era el responsable del depósito y el único que podía permitir o no la salida de mercadería en las condiciones que no eran las habituales. Sostuvo que Baffetti se relacionaba, en cuanto a la función laboral, con R y que Ortiz y Baffetti eran quienes les daban las instrucciones al actor.




Finalmente Ribotta, responsable del área contable de la empresa, manifestó haber participado de la investigación que se llevó a cabo a raíz del problema detectado en el área de ventas con Matías Bafetti. Sostuvo que se investigaron antecedentes y papelería interna que permitieron detectar el desfalco que sufrió la empresa durante varios meses. De la investigación se concluyó que se necesitaba una “pata” en expedición, por lo que, luego de suspenderlo, se comenzó a investigar al actor. Explicó la forma en que se trabajaba en expedición y manifestó que había dos formas de facturación, una mediante las listas de precios y la otra por ventas especiales, que manejaba Baffetti, y cuyos precios podían variar de acuerdo a la cantidad o forma de pago y fijaba la Gerencia de comercialización. Sostuvo que la  maniobra detectada consistía en modificar esos precios –reduciéndolos en un 70% u 80%- facturándolos a clientes que hacía mucho tiempo no tenían movimiento en la cuenta corriente (que eran por lo menos cinco o seis, entre ellos, Dropharma). En otros casos modificaban el nombre del cliente en la base de datos o cargaban clientes ficticios, algunos con el número de CUIT de la madre de Baffetti. Explicó que, de esta manera, la mercadería salía a expedición y por instrucciones de Baffetti se cambiaba el nombre o la dirección en el remito y la mercadería partía hacia el destino que correspondía para hacer el cierre de la estafa. Manifestó que toda la mercadería salía con camiones de la empresa Cruz del Sur, a excepción de esta mercadería que era retirada por camiones que no pertenecían a esta empresa y cuyos remitos aparecían tachados y con el nombre puesto a mano.         




A fs. 46/48 obran las declaraciones rendidas por Marcelo Ruben Moyano, R  A. Pavón, Domingo Jorge Bamonte y Norma Susana Ortiz, a raíz del sumario interno efectuado en la empresa con miras a investigar las anomalías detectadas,
 todas ellas reconocidas por los declarantes en oportunidad de rendir declaración en las presentes actuaciones, circunstancia que resulta determinante a la hora de poder valorar los dichos vertidos por los deponentes en aquel sumario. Digo esto por cuanto la validez probatoria de las mismas se encuentra condicionada al resguardo del principio del contradictorio, en tanto de otro modo se vulneraría el derecho de defensa en juicio de la contraparte (conf. Devis Echandía, Hernando en “Teoría General de la Prueba Judicial”, T. I págs. 373 y sigs.). Sabido es que se requiere que medie admisión de tales constancias en sede judicial y que se cuente con la posibilidad de repreguntar a los testigos, de modo tal que por esa vía puedan hacerse valer los medios de verificación e impugnación que la ley procesal otorga (conforme esta Sala, sent. 47814 del 24/7/88 in re "Castro Antonio R. c/Lotería Nacional de Beneficencia y Casinos y otros", sent. 67397 del 24/10/90 in re "Bascany, Germán C.A. c/ Banco Torquinst S.A."; sent. 72071 del 30/9/93  in re "Cubau, Carlos Alberto c/ Cafés y Chocolates Aguila y Productos Saint Hnos. S.A. s/despido"; sent. 91092 del 11/11/02 "Lucero, Viviana Beatriz C/Scotiabank Quilmes S.A. S/despido", entre otras). 




En el caso, las declaraciones rendidas ante el sumariante de la empresa, coinciden básicamente con las aquí vertidas, desprendiéndose de las mismas que el actor era el que manejaba el sector expedición de la demandada y quien autorizaba la salida de la mercadería de la empresa. 




No obstante ello, se advierten ciertas contradicciones e imprecisiones que, a mi modo de ver, tornan sus dichos insuficientes como para demostrar la connivencia del actor en la maniobra que, aparentemente, llevaba a cabo otro dependiente de la empresa. 




No puedo dejar de advertir, que la prueba rendida en la causa apunta más que nada a la responsabilidad que en el hecho le cabría a Baffetti, en cuanto a las irregularidades advertidas en la venta y facturación irregular de cierta mercadería, mediante la adulteración de remitos, pero la misma no alcanza para endilgarle responsabilidad por tales hechos al accionante.




En efecto, no hay controversia en autos acerca de que el actor era el encargado de expedición de la demandada pero dicha circunstancia, ni la apuntada por los declarantes en el sumario interno efectuado por la empresa, en cuanto a que el actor “era como Dios” en el depósito, y que concurría incluso cuando se encontraba gozando de vacaciones, resultan determinantes en el caso. 




La demandada sólo ofreció testimonios de personas que, con cierto grado de jerarquía en la empresa, aún continúan laborando, pero no aportó a la causa documental ni otro medio probatorio que permitiera corroborar la maniobra que  se le imputa al actor. De hecho, fue R quien acompañó “resúmenes diarios de entregas” y remitos a nombre de Dropharma o Dis Far Mar, algunos de ellos con tachaduras y enmiendas, pero de los que no se extrae, en modo alguno, irregularidades aparentes. Sin embargo, la empleadora no acompañó prueba tendiente a demostrar en cuántas oportunidades se habrían llevado a cabo las maniobras irregulares ni qué entidad habrían tenido las mismas, siendo incluso difícil de interpretar, en algunos pasajes de las testimoniales, el procedimiento que se llevaba a cabo en la empresa en oportunidad de facturarse y expedirse la mercadería vendida.  




Resulta de lo expuesto que, no hay elementos en la causa que acrediten, de modo fehaciente, que el actor hubiera participado en la maniobra constatada en la empresa, siendo insuficiente a tales efectos que fuera el encargado de la expedición de la mercadería. Tampoco resulta determinante que los remitos fueran manuales, pues tal como manifestaron los testigos, no siempre éstos se emitían automáticamente, habiendo ocasiones determinadas en que ello no ocurría. Nada permite tener por indubitado que la mercadería salía con la connivencia del accionante y lo cierto es que si los superiores jerárquicos de Baffetti y del propio actor, tardaron ocho meses en advertir las irregularidades finalmente constatadas, no puede descartarse que R tampoco tuviera conocimiento de las mismas. 




En definitiva, y aun cuando pudiera endilgársele al accionante responsabilidad por negligencia en su accionar, la antigüedad de éste en el empleo (de más de once años) y la falta de antecedentes disciplinarios, imponían a la empresa de adopción de medidas proporcionales al incumplimiento, todo lo cual me lleva a concluir que la demandada careció de justa causa para poner fin al vínculo laboral. 




Por lo mismo, corresponde hacer lugar a las indemnizaciones reclamadas con fundamento en los arts. 232 a 245 de la L.C.T., a las que se sumarán los días previos a la suspensión del mes de abril y las vacaciones y aguinaldo proporcionales al despido, cuya condena fue dispuesta en la sentencia de grado y no fue materia de agravio ante esta instancia.




Igual suerte correrá la indemnización que prevé el art. 2 de la ley 25.323 pues, habiendo intimado el actor al pago de las indemnizaciones por despido, la demandada no hizo efectivas las mismas obligándolo a iniciar la presente acción. 



En cuanto a la entrega de los certificados de trabajo, segmento del decisorio que también se encuentra recurrido por el actor, habrá de adelantarse opinión en sentido favorable a la pretensión recursiva, puesto que al respecto debe recordarse que más allá de la literalidad de la norma, esta Sala ha interpretado, en base a lo normado no sólo por el aludido art. 80 sino por el art. 12 inc. g) de la ley 24.241, que “…en realidad las cargas documentales que a la extinción del vínculo se le imponen al empleador, son dos y no una sola puesto que, como lo puntualizara el Dr. Juan C. Fernández Madrid en su Tratado Práctico de Derecho del Trabajo (T. II, pág. 1835, Ed. La Ley, 2da. edición, Bs. As. 2001), los aportes y contribuciones a los organismos de seguridad social, se registran en formularios especiales extendidos por la autoridad administrativa de aplicación y tienen una finalidad determinada: la acreditación de servicios con aportes ante el organismo previsional, lo que hace que en la práctica sean dos los  certificados que deban otorgarse, uno con la constancia del tiempo de prestación de servicios y de la calificación profesional, y otro con los datos exigidos en el ámbito previsional” (cfr. esta Sala sentencia interloc. Nº 49.260, del 26/12/01 in re “Lagos, Guadalupe del Carmen c/ Residencia San José A.F.A.C. Asociación Femenina Carmelitana Asoc. Civil s/ despido”).



En tal inteligencia, teniendo en cuenta que el certificado que obra a fs. 49/50 no cumple acabadamente con la obligación impuesta por la normativa en cuestión, en cuanto debe también contener una constancia donde conste el tiempo de prestación de servicios y la calificación profesional del actor, corresponde hacer lugar a la pretensión deducida imponiéndole a la demandada la entrega de dicha constancia documental en el plazo de cinco días a contar desde la notificación de la liquidación prevista en el art. 132 de la L.O., bajo apercibimiento de las sanciones conminatorias que, en función de las circunstancias del caso, decidiere imponer el Juez de Primera Instancia en la etapa de ejecución, en caso de incumplimiento (art. 666 bis del C. Civil).




Sentado ello, y más allá de los argumentos vertidos por el sentenciante de grado en cuanto a que el actor no acreditó haber concurrido a la empresa a retirarlos, lo cierto es que, a la luz de lo manifestado precedentemente, los certificados puestos a disposición por la empleadora resultaron insuficientes, por lo que también resulta procedente la indemnización reclamada por el actor con fundamento en el art. 45 de la L.C.T. 




Para el cálculo de los conceptos por los que, propongo, prospere la acción, habré de estar a la remuneración de $ 4.882 –que llegó firme a esta instancia, por lo que la presente demanda prosperará por las siguientes conceptos e importes:

1) Indemnización por despido: $ 58.584;

2) Indemnización por preaviso con SAC $ 10.577,66;

3) Integración mes de despido con SAC: $ 2.644,41;

4) Aguinaldo proporcional 1º semestre 2008: $ 1.423;

5) Vacaciones proporcionales 2008: $ 1.726;

6) Indemnización art. 2 ley 25.323: $ 35.903,03;

7) Indemnización art. 45 ley 25.345: $ 14.646.

Todo lo cual hace un total de $ 125.504,10 que deberá ser abonado por la demandada en el plazo y con más los aditamentos establecidos en la sentencia de grado, que no fueron cuestionados ante esta alzada.




En virtud de las argumentaciones expuestas y  con arreglo a lo establecido por el art. 279 del CPCCN, corresponde adecuar la imposición de costas y los honorarios al resultado del pleito que se ha dejado propuesto para resolver la apelación. 

                                   
En orden a ello y en función de dicho resultado, de acuerdo con el principio general que emana del art. 68 del C.P.C.C.N., propongo que las costas de ambas instancias sean impuestas a la parte demandada vencida. 

                       
   
A tal fin, habida cuenta del mérito y extensión de la labor desarrollada por los profesionales que actuaron en estos autos y al nuevo resultado del pleito que he dejado propuesto, de acuerdo con las pautas que emergen del art. 6 y subs. de la ley 21.839,  de la  ley 24.432,  del  art. 38 de la L.O. y del dec. 16.638/57, estimo que, por las tareas llevadas a cabo en primera instancia, corresponde regular los honorarios de la representación y patrocinio letrado de las partes actora y demandada en el 15% y 11% respectivamente, a calcularse sobre el monto de condena con intereses.



    
Con arreglo a lo establecido en el art. 14 de la ley 21.839, habida cuenta del mérito y extensión de la labor desarrollada en esta instancia por la representación y patrocinio letrado de las partes actora y demandada propongo que se regulen sus honorarios en el 30% y 25% respectivamente, de la suma que le corresponda percibir a cada uno por la totalidad de lo actuado en la instancia anterior.

El Dr. Miguel Ángel Maza dijo: adhiero a las conclusiones del voto de la Dra. Graciela A. González, por análogos fundamentos.



            Por lo que resulta del acuerdo que antecede (art.125, 2ª parte de la ley 18.345), el Tribunal RESUELVE: 1°) Modificar la sentencia de grado y elevar el monto de condena a la suma de $ 125.504,10 (CIENTO VEINTICINCO MIL QUINIENTOS CUATRO PESOS CON DIEZ CENTAVOS) que deberá ser abonada al actor R  C  R por la demandada DR. LAZAR Y CIA S.A., en los plazos y con los accesorios fijados en la sentencia de grado; 2°) Condenar a la demandada a hacer entrega al actor, dentro del plazo de cinco días de notificada la liquidación prevista en el art. 132 de la L.O., del certificado de trabajo con las indicaciones previstas en el art. 80 L.C.T., bajo apercibimiento de las sanciones conminatorias que, en función de las circunstancias del caso, decidiere imponer el Juez de Primera Instancia en la etapa de ejecución, en caso de incumplimiento; 3º) Dejar sin efecto la distribución de las costas y las regulaciones de honorarios efectuadas en la anterior instancia; 4°) Imponer las costas de ambas instancias a cargo de la parte demandada; 5º) Regular los honorarios de primera instancia de la representación y patrocinio letrado de las partes actora y demandada en el 15% y 11% respectivamente, porcentajes éstos que, en la oportunidad prevista en el art.132 de la L.O., deben aplicarse sobre el monto de condena con intereses; 6º)  Fijar los honorarios de Alzada de las partes actora y demandada en el treinta por ciento (30%) y veinticinco por ciento (25%) respectivamente, de lo que deba percibir cada una por sus trabajos en la instancia anterior.




Cópiese, regístrese, notifíquese y devuélvase.-
 Miguel Ángel Maza                                 Graciela A. González                              



    Juez de Cámara                                              Juez de Cámara

mm
Expte. Nro. 25.383/08


